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INTRODUCCIÓN 

L:1 vida en nuc:.tra.~ . ocJcdacle~ mo­
derna; le rcpona al individuo mduciJ­
hles wntaja; frulo del enorme dc,arro­
llo cicntílico y t.:cnnlúgico y de conqui'­
tas como el ~ i >lcma dcnwcnítieo. Sin 
embargo parece inc,·itablc la incidencia 
también de detentllnados incom·cnien­
te' a con,ccucncJa dé la necc~tdad <.le 
org:mii'ación )• de la 'icmpre difíc.:ilcon­
l'iwnria. entre lo~ cualc~ pthiblcmcntc 
tillO de los mayore\ 'ca e l de la c.:c, i<ín 
de una parcela de la l ibrrlad t.h.: cada 
indiviuuo hacia la> in~ti tucJon.:' de go­
bierno común. rolllo ya sciialaha 
Ruus,caLJ ~:on ~u tenría dd Contrato 
Social: ele L:'to ~e dcri\ a. puc,. una c'­
pccial tcnsión cnlrc la lihcrtau ¡x:1son:il 
y el coll'ct i1o) ello e~ a\Í inc lu w ant ~ 
la norma democrát ica (legítima por ex­
celencia en tamo que resultado de la 
suma de lo> ejercicio> de las libertades 
individuales). E~ en c' te contexto de 
conflic1i1 idad en el que c:-.tx: emendcr 
el surgimiento de la objeción de con­
ciencia. cuya reiterada presencia en un 
determinado campo debiera servir como 
indicador de posibles dcsajlbte' de la 
ley democrática, de su posible falta de 
scnsihil idml y por t:mto de flexibi lidad 
ante determinadas cuestiones. de su pro­
bable exceso innecesario al sobrepa ·ar 171 
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l o~ márgenes de dicha parcela de líber· 
lad comprensiblemenle cedida por cada 
11110 de 110\0irm •. 

En el enfoque desde d que ;e abor· 
dar;í c,le cs1udio se pane. pues. de la 
con"iwón. comcid1endo con Clnúrriz. 
\Obre la ncce~idad de que "el l:slado 
\Crdaderamenle democr<ítico >e nmc~­
rr~ '>Cn>iblc a la; c~ igcncias de la con· 
ciencia indi,·idual frenle a la cxcc>Í\ a 
rigidez de la~ normas" : dicha ali rma­
ción parece difícilmente discuuble. y 
1críasin duda requcrihle la mayor de las 
,emibilidacb po,ihb no lan ' ólo en 
concordancia cou la c'tp!Íc;¡ humani; la 
que emana hacia lodo el ; i; lcma dc~dc 
el artículo 1 O de nues1ra Con>IÍiución. 
ino rambién como un elemenro adicio­

nal de retuerzo moral de la legitimidad 
de nuestra, normas democrálicas. sm 
embargo. al margen de 1an C>encial 
conllalación. el dclcnninar dc~pué< d 
modo m:h idóneo de ll ~ ~;¡ r cslo ;¡ la 
práctica r~1ull a ~ in duda una cuc.lión 
de una enorme complejidad que supera 
en mucho el ámbito de c:.1e esiUdto cuyo 
objeto principal serJ el del e:.~udio de 
una de las concreras objec iones de con­
ciencia: la de fomw parte como Vocal 
o Pre~iden le de las Ylc'a' EICCioralc>. 
calo es le cuya incidencia P' áctica en 
b paiia se ha venido dando rc<peclo del 
concrclo colwivo de los T~ ·1igos de 
Jcltu"í "'YO credo como miembros de 
lal mo, imienlo religioso les impide la 
panicipación en ac1os poiÍiicos. "por 
; ignificar una colaboración con el reino 
temporal"'. en consecuencia de lo cual 
~e les ha •enido condenando por un dc­
lilo electoraltipificadocncl anículo 143 
de la Ley Orgánica 5\ 1985. de 19 de 
junio. del Régimen Electoral General. 

Se añade así un nue' o compone lile 
de complejidad a la b;isica aproximación 
anlc., c'huzada: no se tratará pues del 
ya tic pur si difícil contliclo enlre ley­
individuo en el Estado Dcmocrálico. 
sino que se hará igualmenle presenre el 
de la confliclividad enlre ley mayorila­
ria y siluación de las minoría~ c11 diclto 
Esrado. y ello en una sociedad de fin de 
sig lo como la nucslra abocada al 
multic!tlluralismo y a la diYersidad de 

elnia~. 1a1as. y senlimienlos religiosos 
y cuya convi, cncia ha de articularse 
necesariamente en el \'alor constilucio­
nal del pluralismo. 

Tal y como elocuentemente ha seña­
lado Molilla De la Calle "la situación 
de la> minorías en un país es el mejor 
~cnsor para mcdiJ el cspíril tt dcrnocrÍI· 
tic o de un ortknamicnlo'· '. Ésla rcsulla 
ser una afirmación especialmcnle sen­
sible en mm ería de creencias religiosas 
minoriraria ~ . así ·· la clave de compren­
sión del trmamienlo eonslitucional del 
fenómeno religioso lu conslituyc la po­
sidón ccntml de la libertad religiosa. 
Se nconoce un ámbito de autonomía 
indilidual en la opción del acto de fe 
y en la práctica de las obligaciones que 
engendra esa fe, quedando el K~tado 
gar<Hlle de tal parcela del espírilu que 
sólo puede decidir el ~cr humano. Lo 
cual requiere que los poderes públicos 
prcvtamcntc se declaren incomperemes 
en cuesttón de creencias religtosas ... , En 
e>le scnudo. conlinúa sosleniendo dicho 
autor, "la religión y los grupos que se 
forman en función d~ la~ ~rccncia~ que 
profc,:tn son pronm~ionadus por su 
nl:tn ib l:tt:ión de l:1 liben:td individual 
y del libre desarrollo personal (an. l.l ). 
no por el contenido dogm:í1ico de los 
que son porradorcs"' . Por lo tanto," el 
pluralismo en el factor religioso com­
IIOrtn una ohligación doble para el Es· 
lado. Desde un punto de vista negali­
vo, los podcrc~ públicos no pueden al­
lcrar las diYersas creencias re ligiosas 
que naluralmente brolan del ejercicio de 
la li bcrlad religiosa. orientando. por 
ejemplo. lu ;crvicios públicos a fa,•or 
de una dctcm1inada religión.( ... ) por otro 
lado si conlemplamos el pluralismo des­
de y en las coordenadas del Eslado 
promoc1onal moderno, impele a los IIO· 
dercs I>Úhlicos a utilizar los mecanis­
mos que les otorga el Derecho a fin 
de ev itar la implantación de un 
uniformismo idoológico producto del 
monopolio de las organizaciones de 
mayor arraigo social."" 

En delinitiva. y concluyendo ya con 



dicho aulor "el pnncipio plumlisla en 
el est:ldo dcmocr.ílico aciU,II se 1r.1ducc 
en una especial protección de la~ mino­
ría>"' . 

E; dc~de wl con,tal:tción del debido 
rc,¡>cto por parle del Estndo del ámhilo 
de aUionomía individual en la pr;íclic:t 
de las obligaciones que engendra C\d fe 
y de la espCCJal mención que debe po· 
ncr el E,lndo de Derecho en evitar la 
implantación de un ··unifonmsmo 1dcu· 
lógico". contrario al pluralismo re ligio­
so. desde la que a llll JUICiO Cs p1eci'o 
partir en el proceso de ;m;íli'i' de la pro· 
blcml•ticn ligarla :1 ill objceiün ele m n 
ciencia de lus TL'<tigo< tk k ho\ {¡ .1 lo1 
mar parle tk las mesa- clccllli".IIC,, en 
1an10 que aquí In objcca'm ck· l'onc•c••· 
cia. como e~prc,icín de un cjc•ciciu dl' 
íntimo cb;11 n•llu de l:1 pcl\unalidml. 'L' 
p1mlll\:e :uknl:Í' p1>r cohclt'IICla wnun 
cspccílico cncdo ck unJ rcil)!i<ín comu 
1al reconocida cnnuc,lro p.1ís.) ha,;'¡n 
do-e en eslo c.1b~ al menos planlcarm>' 
si l:t ¡Xhihlc IJII:t de senSibilidad de IJ 
le) democ!át!c:t que pune tk mani lic'­
ln I<KI,, ohjccitin de w ncicneia ptll·da "'r 
:1quí dobk· fdl t:t de "'n<ihilid;¡d lwci.1 
la generalid:td de los indi1 icluo> que 'e 
puedan ~cnur invadidm. coactl\".uncntc 
por una ohliga~iün que choca ine\ ila­
hlemcntc con 'us prot'unda' com i~\:io­
ncs y fal l a d~ s~n sih ili d:ll l had¡¡ el con­
crelu credo de un:1 determinada religión 
que por minoritaria que ¡>ueda ser for­
ma pnne del mosaico plumlbla de llliC.>­

tra ;ocicd:ld aclllnl: y ello no porque se 
abogue por un conccplo cxhorbitndo de 
lihcrlad iudi1 idual. puc,. como de nuc­
' o nos recuerda Cidúrrit. "la lihertml 
ind i' idu~l , rccouocidn al m;íximo. 
IUielada >in limites. de modo que cual­
qUier objwón al cumplimiemo de la ley 
que se haga en nombre de la concienc¡a 
lenga que ser en primer lugar 1cspctada 
y luego incluso acogida cu el ordcna­
mienlo como una excepción legal a la 
norma general. conduce (o hay peligro 
de que conduzca) a la disgregación del 
propio Es1ado, privado del armazón de 
la cxistcucia de un ordenamicnlo con 
caracleres de generalidad lanlo en ;u 
exlensión como en su observancia"s, 
sino porque por lo que se aboga ame ésta 

cla,e de objecion. de la mano de lo' 
planlcamieniO' de Ro"n . e' pur unu 
libertad ind h id u al reconllt' ida :l l 
máximo en la medida en que el t·on· 
creto ~ lital interés coleclho. ohjelo 
de tutela de la norma. no n:sultc ¡·cal­
mente impedido u oh~taculiwdo. 

En C>te sentido .:al:x: wñ:il.u 1_gual 
mente lo !>o-tenido por Oc Luc:h. que 
no' nclllcrd,, que es prc.:i-;amemc el rol 
eent1al del plural i,mo ,.¡ CJUC "t1cnc 
l'Olllo lógiw ClliHplemcniO udmi11r que 
l'i ordL·nalllir ntn jurídiw C\I<Í lnfonnn­
do po1 un:t ,llL'Ii<: de d~íu~ula g~ncral 

dr lihcrtad - la liherlad wmo rc,l(la bá­
ska- n>lll<> allrm.1 Pnc1<1 Sanchk ,:, 
drci1. ,.¡ pn ncip11> de rc~pcH• a la li~r-
1:111 tk ,·o¡h.:icnu.l tG,l\ctÍn lo d..:nOlllilla 
<«krcdtl> gen<.:! al d..- nhj~:t:Hín t ic con­
t:it•nci.l>> 1 ¡,, q u<.: ,¡gn itit::~ ' implemen­
te que no,., poco- qu.: l.t l'Ofl<:ICIICia 
nu '"Jl<llt:• ' "1 lllih una pre>unuón d,· 
ikgahdad. 'im> qu,· 'u Jlega.:1nn ( l.t dt• 
l:o wn~:i,·nn:> 1 nnplH.::I que d JUC/ c,l;i 
ohhgado ,¡ pondC1.1r lth hiCilc' ¡uridi­
ro:-. t'n ju~..·~• l. 1 ~• culi,itln ~II th._' el ck•lc­

cho ) el deber eoncrctu la llallll ak1.1 de 
un prohlcm,1 J...- dcrcrht" fundamt'lll,t­
k ,. 1:1 probkma e, que "'' , .. , ,gcn..:ia' 
dcm ad," de la C\>n..: icnna ,on poten 
ciilllllenlc 1iimi tada' > po1 e"' r:11tín. 
tndo deber jurídico puede \C I <:on,id~­

rmlo en hipóle'i' t:Oillll un lím1t..: a l:t 
lib,·nad de l'uncicuci,l (lll<Í\inn: 'i t:'t.J· 
mo, hahl~ndo de la <:Oil<'i cnt'l,t r..:l i~io­

,a. fuenemcntc condicionad,¡ por nMn 
da1os que pro1·ucan chl'qu~' .11 ~ahr de 
1,1 propia tradición cultural. lo que lwce 
que ho) ~e.t nuh r,,cublc el coni11L1n) 
La in1ef\ióndc la pn.:,unciún 'u pune de 
cara alleg i~ladur que ,:,le carg.a con la 
prueba de ju,ti ficar la re>lric<.:tón de la 
hbertad pue <tl compclcnc1a no e~ ih 
mitada m cond1cionada sólo por el re\­
peto a una, inmunichtde' cnncrela.,. ''"" 
<<circu1" crila a la prot..:c.;ción d..: c.;icr­
los 1alorcs o biene>. ha de acrt:ditar que 
la imposición de un deber es nec.:saria 
par.~ preser\'ar otros derechos o b1enes 
de confonnidacl con el principio de li­
benad como regla>>"1"-

Así y dada la frecuente prest:ncia de 
la rc>puc;la coactiva de l sis1ema pe nal 
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mue la objeción de conciencia. y dado 
que c~te ~e rige entre Olros principios 
por o::l de legalidad y el de la obligalo­
riedad de la acciún coincidimo:. igual­
memc con De Luca:. cuando sostiene 
que ··no es correcto el plantc;nnicnlo 
habilual que remite la respuesla exclu­
si' amente a la necesidad de ponderación 
de lo~ tribunales. E<;a es una exigencia 
a plantear en primer lugar al legislador 
L .. )"1 .El legislador. al abordar la hipó­
l c~ is de tal inlervención penal. d~:bcría 

tener muy presentes lo!. lllllY concr~tos 

elementos subjcti ' 'OS del mjusto que 
cabe apreciar en este e<~ so al abordar el 
incumplimienlo derivado de la objeción 
de concienc ia: no se trata aquí de una 
infracción deriva<.! a de cualquier íinali­
~lad n:prnbable, pues tal y como nus rc­
t:ucrda clucucntcmcnlc Dur,my Pich 
"para el obj.:IOr el problema está muy 
claro: su conciencia entcnd1d.1 como el 
juicio subje1ivo obre la moralidad de 
un acto concreto le sitúa pcr:.onahnentc 
ante un deber de coherencia con>igo 
mi, mo y con su> conviccionc~. Por lo 
lanlo, lo que la socicrlad l 'C extema­
tnentc como un acto de desobedien­
cia a ht ley, se conviet·le para él en un 
aclo de profunda obediencia a las pro­
pias conviccione~. En este sentido. se 
puede hablar de <<profe~ ión» ele los 
motivos de conciencia. pues el ubj~lur 

considera esa >~cl i turl mora lmen l~ obli­
galuri a" U No hay que olvidar que el 
fundarncnlu de la objeción de concien­
ci;~ se cncu.:ntra prec isamente. 1al y 
como indica Moreno Antón. en " la li­
bertad de conciencia o creencias. enten­
dida como la facultad del homhre de 
.~w.~~r J\\1 ,!.1C.q9.l9 )nil;i9 ,\1\',\t:;\l o\11\lt;r .lit:' 
2cciones y adecuar .sus cumportamicn­
los y realizar su vida según su personal 
juicio de moralidad'' " y que tampoco 
hay que olvidar que. tal y como señala 
Maní. en la STC 15/ 1982. de 23 de abril, 
~e sostiene que la 1 iberlad de concien­
cia e~ una com;reción de la lihcr1ad ideo­
lógica de nuestro artícu lo 16 C.E. y que 
dicha libertad implica "no sólo el dere­
cho a formar libremente la propia con­
ciencia. sino lambién a obrar de modo 
conforme a los imperativos de la mi.­
nw"11, lo que. al margen de las dilicul­
ladcs relativas al alcance real de lal de-

rccho trente al deber jurídico . ya le re­
conoce un gran valor propio. Todo es1o 
ha de rd:uivitar, sin duda, el reproche 
jurídico y hacer que rc:1lmente la míni­
ma m ter' ención penal deba resultar en 
e,IO> ca:.os profundamente mfnima. y 
atin cuando ésta se dé habr.\ que com·c­
nir en su ineludible modulación pues, 
como nos recuerda Tamarit Sumalla. "el 
lugar que la conciencia ocupa en el or­
denamiento puede propiciar que la san­
ción ,ca más benévola, en atención al 
mayor gradn de csf1tcrzo que para el 
individuo concrclo :.u pune la sumisión 
a la norma"'' La aproximación a los 
planteamientos de Roxin. especialmen­
te ,cnsibles ante esta problemática . 
constiltti rá el objelo de análisis del si­
guiente epígrafe an le~ de iniciar el es­
tudio de la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo. 

JI 

Clau' Roxin estudia el hecho delicti­
'0 r~alizado por molivos de conciencia 
que re;ulla en afectación de bienes jurí­
dicos. de carácter colectivo o individual. 
paniendo como presupuesto de una con­
ducta que se produce en una situación 
de conOicto ineludible con su concien­
cia (esto es en ausencia de una altcrna­
liva no punihle ¡mra el sujeto) y rccur­
dtmdu comu en tal caso el Estado tam­
poco debe penar o sancionar tal hecho 
si puede alcanzar sus lines igual me me 
mediante una alternativa neutral en re­
lación con /a conciencia". 

En 1al C:l~O de connicto ineludible 
,¡ml(· ,[¡1 .iU~'i!'.ru;\~ .sk .alll~ma\i,vJl ,nat:l' ,r,t 
Estado. en cuanto al empleo de medios 
no coacti,·os. y para el indh iduo, en 
cuamo a la inextslencia de alternativa 
legal alguna. y en referencia a la afecta­
ción de intereses de car:íclcr coiC<:Iivo 
(que son lo~ que :~quí nos interesan 
cspccííicamente con relación al objeto 
del presente estudio) Roxin diferencia 
según el interés en juego sea la inde­
pendencia e integridad del Estado, su 
seguridad y sus supremos principios 
conslitueionalc~ u aira· funciones e in­
tcrc:,cs colectivos del Estlldo. Respecto 
de los primeros la inviolabilidad de la 



libcnad de conciencia y de creencia que 
proclama el a11ículo 4 de la Ley Funda­
mental de la Rcptíblica Federal de Ale­
mania'' (de igual modo que nuestro ar­
tículo 16 CE) no ha de permitir indul­
gencia alguna. pues admitir la invoca­
~ión de dicho artículo por parte de quie­
nes cometen traición o cometen atenta­
dos terroristas para destruir el sistema 
sería como admitir que dicha Ley Fun­
damental hubiera preprogrwnado 1'11 

¡nv¡Jia demgacián". En cambio ; i se da 
tal connicto fro ntal entre la conriencia 
del individuo y otros intereses colecti· 
vos será preciso realizar una pondera· 
ción: .. si el hecho no supone una pu~sta 

en peligro de intereses centr.lics del Es­
tado el art. 4GG conduce :1 la exención 
de pena. Cuando p.ej. algtiÍen no obser­
va un deber penalmemc reforzado de 
vacunarse. porque su conciencia religio­
sa le prohibe toda vacunación. por rc­
ghl general se podní renunciar a la pella. 
pues 1:1 cifrad~ personas sc~larias que 
se niegan a vacunarse es estadísticamen­
te baja. y la ausencia de vacunación en 
estas pocas personas no pone en peligro 
la salud pública. No obstante. si Ja, ~o­
sas son de otro modo porque amplios 
sectores de la población se niegan a 
vacunarse u porque una epidemia hace 
precisa la vacunación sin excepciones 
por razones medicoepidemiológicas. se 
habrá de imponer el cumplimiento del 
deber de vacunar. e también frente a su­
jetos que nc tLian por motivos de concien­
cia; pttes el Estado no puede pri1·ikgiar 
a personas o grupos p:micul<tres a wsta 
de la vida y la salud de otros'''' . 

Por tanto. no se trata de poner en 
duda la capacidad de cu lpa del "delin· 
wente de conciencia .. sino que ·'en la 
medida en que la puesta en práctica de 
la conciencia está ampamda por el art. 
4 GG:". el legislador renuncia con todo 
a la pena porque no le parece precisa 
desde la perspectiva de la prevención. 
Existen buenas razones para que se con­
ceda de tal modo umt indulgencia limi­
tada al sujeto que actúa por motivos ele 
conciencia que nuestro Derecho no otor­
ga al infrac tor ordinario de la Ley. Pues 
a un ordenamiento jurídico liberal le 
cuadra tolerar también al discrepante. en 

la medida en que é'tc no .ltcnh.: cuntr.1 
lo; supremos principio> consti tuciona­
les y contra la >cg uridad del Estado y 
tampoco niegue en prinnp1o l o~ der~ 

chos fundamemalc; de ntro~. Entonces 
no se excluirá tampoco al inconformi'­
ta exbtencial, ,in o que ,:,te p(){h ú ,c. 
gui r considerando nuc'tt a 'ociedad 
como la ,uya: y alguna dcci~ión de (o 
en) cunc i~n.: ia cuya puesta en prúctira 
hoy es atín <tnt ij urídicn pu.:de mañana 
encommruna mayoiÍa) cuntrihuir me­
diante >U impu iHr iunm adOJ a la n ·ol u­
ción ele la >Oricdad. 

El que el blado renunc ie a san cio­

nar aqu~llo~ h.-:cho' r.::alind"' por lll<>­
ti vo;, de cum:icnciJ <.:1111 In' que pucdc 
\'t\'rr sin renunciar a ~í rui,tno , in e p<11 
igual al E<wdo de· Derecho. a la digni­
dad humana y al progre'o ;,ocial'" . 

Se pone puc, de rclie\e. de;,de lo\ 
postulado' de est.: ~utor. el especial \ a­
lor de la obj.-:ción d..: conciencia \ituada 
en sus ju'ius términm como "'pací o de 
libenad acotabk única111cnt c 'cgún lo 
absolutamente\ llal de l concreto í nte r~• 

en juego)' lo inw,tenibk de , u grado 
de afectación. y a-;í el que dcternunada., 
persona' pcr>cvcrcn en el ,eguimiento 
d~ ¡>rincipi w. quc cn'"idcran de alto 
valor moral y -:tico. pc '>e il que 1:" lcyc' 
pLteda no ofr~ccrlcs al tcrnill!\ a ;tlguna. 
puede ;cr\'ir para tomar conciencia de 
posibles carencia~ de la legislación. y 
puede mover a una rerorma posi11 va 
dotada de una mayor \Cn, ihi liclad y que: 
introduzca otr:l' 'ías com:iliadnra' de 
los intereses en con11icto. 

Retomando lo hasta aquf señalado y 
puesto que no existe actua lmente al­
ternativa alguna para el iudh•iduo que 
objeta por molivos de conciencia a for­
mar parte de una mesa electoral c:-the 
plantearnos pues lo~ siguiente' interro­
gantes: ¡.reahnente no dispone tarnpo· 
co el Estado de otra alternath•a no 
coactiva pat·a asegurar la adecuada y 
suficiente composición de las mesas 
electorales de manera que s..: garantice 
el interés colect ivo y se evit.: el confli r.:­
ro en su mismo origen? y en caso nega­
tivo, una vez el conlliclO se presentase 

Grund~e>Cil fur d1e Bund.:"epu­

bhl l:kut"·htand (Le} Fund¡~mcn 

t.ll dt In Repuhltcn Fc<lernt AlomJ· 

n.•l do ~1 ~ 19·19 

~rd RUXIN 1/,dcwr.¡wg 9-16 

\'rd RO>.IX, C (!Wl). Du-.·,·Jw 

l'cnol. l'anr Gc·ll r w/. Muthrd. 
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• ( irundgé\C:t/ hir dtc Bun<k"· 
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Se dtJn .. ,, do' l"U\0, , el primero 

'><' t•u<IUJO en Au>tna cu 197 1. ant<' 
un caudncltlllO que n:cJam:tbJ 'u de 
recho a Jb,rc.:~f"'c ~n l:t' ch:ccion~ .. 
prc,atkncmlc' }ll <tlk: d voto cr a lc­
g;almcntc nbla g~1hlf10 baJO ~unc:n ;ll_.a 

de muh.l. llcgadnd e'"'' ame lt Cn· 
masaón Eurnpca d~ lA:rcch,,, 1 tuma­
nu' é"'tn 'C hrnatu a uuJacur t.mno c1 
re,urn•nc.: ¡l04.11a rnnnafc,tar 'u ah' 
r~nct6n con una li«.::ha en hhmc,) o 

con un vuro nulo. 1:1 'cgundo cxa..o 

"'C 'Cil.tlil U ti (.',l'U Cll I I.JI!a de COIIICI ­

dCil\.' l,l de lo<. com1cio.., clccwa uJc, 

con unn fil•..,t:-t JUdb rlur.mfl.• l:t cunl 

!..C prohahc :t lo' ¡udCo' cunlquaa :lc ­

tividuU que i111phqu~.· c..h:~pluJ ar'c u 
C"-. rabar; e! ((H1nkto <.e 'olul'iunú en 

l!"'l e ClhO meña.tntl.' un dt•' rl'IO le) 

del Aui>Icmo que prolongah.1 la ¡or­

nada clt..·l.. tc..n .. ll hu,Htla~ 22 1wrt~~ t.ld 

día "fu t<ntc. Vid NAVARRO 
VAL! S. R. Y \lAR 11 'lEí' '1 (). 

RRÓN. J.( 1997¡: /...m oi~<TIIIIIe>tlr 
c:m1cit m m rn « 1 th .. •,t•c hu t'!JJ)orwl .~ 

cnmpllrtldo. M:ulnd MrCir:'lw ll1ll 

P~g 224. 

lhrckm. p:lg 225 

., uy Org.intca 51 1985. de 19 de 
JIIOhl. cid Rt!g1mcn Ell'clnr.tl (icnc­

rul. 

'' Cl r. PENARAN11A RAMOS. J.L 
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lu!alc> .. en CAZORLA PI<IE IO. 

l....\1 (d1r ): Come marifn u lu lA!~ Or· 
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como inevuable. ¿es tal la inddcncia 
cstadi~tica de tales objetores de con­
ciencia c,mm para que por su conducta 
peligre el funcionamicnltJ del 'istcma 
electora)?. y si ello tampoco es a ·í ¿tie­
ne algún sentido la cstigmatización 
penal de éstas personas en razón de 
unos determinados contenidos de su 
erecto o ac<~~u d único tendimicnto real 
del artículu 1-13 de la LOREG e~ el de 
la producción en serie de .. delincuentes 
de conciencia .. ? 

111 

Lanlada~ la~ anteriore' cuc~!ioncs y 
ante~ d~ entrar a analitar lus conc1c1Us 
perfiles jurisprudcnciales resultante~ de 
1~ prublemática de la objeción de con­
ciencia de los testigos de Jeho' á a for­
mar parte de las mesas elec10mles. cabe 
destacar como. tal y como nos recuer­
dan Na\ arro-Va lis y Martíncz-TotTÓn. 
la objeción de conciencia e lec! oral >e ha 
dado también ~n el ¡Ímbito compar:tdo'-'. 
si bien con una incidencia mucho má; 
circun>lancial y sin duda excepcional 
que con la que se ha dado en España. 
dónde dicha objeción ha tenido respec­
to de los testigos de Jehová (que lo con­
sideran un .. acto de naturaleza política 
prohibido por sm creencias relig io­
sas .. ' ' ) una manifestación cotb tantc y 
reiterada con doce caso> que han llega­
do ha1ta el Tt ibunal Supremo en lo~ úl­
ti mo> veinte atios. rcsul!ando csiU> en 
~u pníct ica lulalidad en condena del ob­
jetor por delito clector¡1l, (en aplicación 
del art. 1-13 LOREG'') tal y como se 
expondrá a continuación con mayor de­
talle. pero no sin antes referir al menos 
los a~ pecios tmís relevantes de la crítica 
de la que también resulta objeto esle 
delito desde el ámbito doctrinal. 

Asl. cabe citar especialmente a este 
propó•ito lo formulado con mtundidml 
por Peñaranda Ramos al señalar como 
(al margen de la específica prohibición 
del articulo 27.1 de la LOREG del des­
empeño por los propios candidatos de 
puestos como miembros de la mesa elec­
toral y de la expresa consideración por 
el artículo 27.2 como causa justilicada 
que impide la aceptación del cargo la 

de cncun!rars~ incurso en causa de 
inegibilidad -rcwgidaJ> éstas en el at1i­
culo sexto del mismo tex!o nummtivo-¡ 
··nada dice la Ley respecto a otras cau­
'"' ju,ti!icadas para renunciar a estos 
c<trguJ>. Y sin embargo a tenor del artí­
culo 27 se dcJ>prcndc que la!> anteriores 
no son las únicas posibks. Es!a iode!i­
nición legal resulta especialmente la­
mentable en este caso. máx ime si se 
obJ>c rva que la causa alegada es admiti­
da o rechaatda. de plano, por la Junta 
Electoral de Zona. sin tluc contra su 
decisión quepa ul!erior recurw adminis­
trativo. No puede pues entenderse en 
sentido restrictivo qué haya de enten­
dcrs~ por causa ele justificación. Y ello 
porque una cuJ>a es exigir el cumpli­
miento ciud:1dano de un deber público 
y otra. bien distinw. exigirlo a toda cos­
ta. sin valorar si el daño que se le oca­
siona al part1cular por ello no resulta 
ah,olutamente desproporcionado res­
pecto del mantenuniento del interés pú­
blico .. 1'. Por \U parte Muñoz Conde des­
tara que aunque --e~tns nonna~ tratan de 
proteger el proceso electoral mismo. 
sancionando aquellos comportamientos 
que impiden o di !icultan la libertad de 
dec1sión de los electores o falsean el 
res u hado electoral ( ... ) en realidad. es­
tos preceptos no añaden prácticamente 
nada nuevo a los deli!os ele coacciones. 
amenazas. fabcdaclcs, etc .. ya existen­
l e~. adcm:ís de que la técnica de lipilica­
ciún y de anciónuti lizada no se corres­
ponde ya cun la del Código Penal de 
t995: pero con un afán preventivo e,·i­
dcnte y en algunos casos con !inalidad 
agravatoria de la~ penas de los delitos 
comunes. la Ley de 1985. sigue mante­
nie ndo vigente una serie de ti pos 
delicuvos casuísticos .. '•: y ctertamente 
en cuanto a la técnica sancionatoria (y 

pese a que tal y como oportunamente 
nos recuerda Serrano GúmeL~' Ia dispo­
iciún tnmsi!oria undécima de la LO 10/ 

1995, de 23 de noviembre del Código 
Penal. determina med1allle sus letras e 
y f- el que la pena originariamen!e pre­
vista de arresto mayor y multa de 
100.000 a 300.000 pesetas quede sus!i­
tuida en lénninus más actualizados por 
la de arres lo de 7 a 15 !ines de semana y 
la de mulla de 3 a 1 O meses) cabe en-

1' 
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tender igualmente como plcnmncnlc vi­
genle la crítica que wmhién formula aquf 
Periaranda Ramo~ al incidir en el con 
Ira \le del rigor d~ dicha pena a la n sta 
del derecho comparado (en referencra a 
las legislaciones naliana y aleman,r) y 
al incidir a u 1·e7 en lo excc~i' o qut· 
parece. en cualquier ca~u para este tipo. 
la pena priYaliva de libertad·· nótc'e 
>criala a este rc~pcc to este autor - que 
e~ la misma que ;e impone al delito de 
cohecho o a las coaccrones electorak,. 
lo que no parece muy coherente:·-· 

Comenzando ya con la aplicación en 
>edc judicial de la problcmáuca penal 
lig:rda a e te concreto supuc:.to de objc· 
ción de conciencra cabe destacar en pri­
mer lugar la debida toma en con,irlcra­
ción por el propio tribunal de la fu nda­
mentación y :,entido de tal obligación 
de fo rmar parte de la' mesa rlectora­
b. ca hiendo dc:.tacar a eMe respecto la 
elocuente STS de 29-9- J 993''(F.3) en 
la q1rc se afirma ron rotundrdad como·· 
es incuestionable que. re:.idiendo la So­
beranía nacional en el Pueblo espaiilll. 
del que emanan todos los Poderes del 
Estado. conforme al an. 1.2 de la Con,. 
111ución E pañola. e> ab,olutamcnlc 
unprescindible. para que tan cwu:ial 
principio tenga cfccti' id:rc.l . que se llc· 
ve a caho un proceso electoral en el que 
sed el mismo Pueblo quién constate la 
\'Uiumad popular. es decir. su propia 
voluntad. mediante la opon una compro­
bación de lo 'otos. lo que. a ,u •e t . 

origma la:. corre,pondrc ntc~ designacio­
nes para reprc,entmk ele acuerdo con 
la Con>tituciún. Oc tal manera qur. sin 
r~gimcn electoral nu puede exisur re­
Jl"::'cntación popular) ~in ésta es invra­
blc el c~tablccimiento del Estado de 
Derecho Dcmocr.ítico( ... )En resumen.la 
Democracia no puede funcionar sin un 
r~g imen electoral y éste no puede 
actuar.\e ~in la cr~lperación directa de 
lo' ciudad:mo, a quienes corresponde 
actuar en las mesas·· . .. De ahí la tras· 
ccndencia del correcto funcionamiento 
del proceso democr~tico. de ahí la obli· 
gatoriedad de un servicio público en 
beneficio de la Socicuad, cuyo in~um· 

plrmrento e> por cMJ delictivo. si nu c:.tá 
por supue:,lo juslificac.lu. de donde s~ 

coli¡:c que nu pu.:dc ":r ,ufrcientc la 
pcncncncra a un concreto credo rl'l igin­
>ll u él ampam d~ una objccion de con­
ciencia ... ~umtl ,..;n,rla por \U panc la 
STSdc27-3-19Y5" (E3) ... rrentc a una 
obligación qu,· tiene ,u raíz: en un >en i­
CIO c'enctal p.rr:r la Comunidad ... afir­
maba tambrén 1.1 STS de 18-10-1 99-1 . '' 
(1'.~ ) .. como lo e> l:t con\ iwncia demo­
crática, en la que nrnguna pre:.ión >e 
real ita con el obligado. como no ,ea la 
eJe controlar la purc7:1 del procedimien­
to. e:. difícil que la ac.l~c ripción a una 
dcternunada C'ongrl'g:~t: itín pueda cncr­
l'ar el esencial deber al que nos veni-
1110> refiriendo:· 

Ahondando en e~lc último a~pc<.:lo 

del ~ar:íctcr .. neutro .. de drchn ohl iga­
dón la STS de 30-.1- 1991 ''. (F -1) ya 
hahí:t ademá> añadido al re peclo como 
.. la imervcnción de lt>\ intcgralliC\ de 
una ,\.lc>a electoral ~~ eJe una ab,olut.t 
rmparcialidad. \ 10 implic:tción alguna de 
deber de 1ulo. cncammada al control y 
debida ' igilancia y compr nbacicín de 
que la votación c.li \cun·c confornu: a le). 
lihrc de fraude~ o inconeccionc,. Difí­
cilrncnlc puede llc, ar~c la actuación de 
un miembro de ella al lerrenu de la coac­
crún u impo:,ición intcrfcrcmc o aten­
l:lloria a la Jibenad relr¡:io~a. Lo:. man­
datos a que se rdicrcn los ans. 10.2 y 
16.1 de la Constitucrón E~pariol a. 9 de 
la Co111 cnción de Sah aguard;r de lo~ 

Derecho' del Hurnhrc) de la-, Liben a­
cle- Funtlanr~ntaJc, y 1 8 del Pacto 1 n­
tcmacional de Dercdl<h Ci' iles y Pulí 
tiro\. :.alvo supue<tos ..:xccpcionalcs de 
riguro>a comprobación. no han de ver­
:.c conculcauos por la integración del 
creyente de una confe-,ión re l igio~a en 
una Mesa electoral'". Profundizm1do en 
esta última con~i deración jurispru­
dencia! cabe citar igual mente tanto la 
STS de 15- 10-1993" como la STS de 
1 7-1-1995 ''. A~f la pri mera (F. 2) se­
ñala que "si las creenc ia~ re l igiosa~ del 
acusado -<:orno ~e dice cn el relato de 
Jo~ « hecho> prohado,>>- <<le obli­
gan a mantener>c neutral en aspectos 
políticos. es patente que la intcn•ención 
cumu miembro de una Mesa Electoral 
-cuando no existe siquiera obli gación 
de I'Otar- responde plenamente a c~a 

C'ir PE.\Aiv\\ID.\ RAMOS J 1 

( 198b)· .. l)dlfO\ e lllh:!CCillll<:' clcc· 
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cxigcrKia de nrutral idad", se,ia!;índose 
tgualmcntc en dicho fundamento jurí­
dico que :,e puede afec.:tar adcm:is con 
éo.,I a~ conducta~ al orden público prote­
gido por la ley •· que - como ya se ha 
dic.:ho consriiuye el l im ite de la Jibenad 
ideológic.:a y rc.: l ig io~a". La segunda de 
dichas sentencias alirma por su parte(F. 
Único) que ·• J a~ creencias religiosas del 
acusado le aulorizan a sostener una pO>­
tura ahslencioni,tn sobre la panicipación 
en la vida política y no se puede discu­
tir la legitimidad de ésta ac.:titud ba>ada 
en su,; ideas religiosa~. Ahora bien. la 
participac ión en una mesa electoral no 
c.:onstituye en sí misma una actividad 
política que pueda entraren coli>ión con 
dicha, creencias ya que es sabido que 
lv> miembro~ que la componen. no sólo 
por conc.:icncia ~ i no por i 1npcrativo le­
gal. como y<t se ha dicho. deben actuar 
con total irnp;u·cialidacl y neutralidad sin 
implicarse ni directa ni indirectamente 
en la con tienda política". Pero detenién­
donos brevemente en estos argumentos 
sí cabe entender. sin embargo, y muy al 
contrario. el que: la democracia sea. nuís 
aJI¡í de tod<~ duda, un concreto valor 
político ele base. y acaso .:1 valor políti­
co más fundamental conquistado por el 
hombre pero inel udiblemente la mera 
opción por colaborar de forma activa 
con su soslcnimiemo. aun prescindien­
do de ulras ulteriores coloraciones idco­
ltíg ica~ eu aras de la requerida impar­
c.:ial idad sea y: t una opción política a fa­
vor de ese concrelo valor político y por 
tanlo en absoluto neutro: y aunque ob­
viamente el valor político democracia 
consti tuya una de las bases consen­
suada~ rle nue~t ro sistema y sea plena­
mente susc.:cpti ble de protección ante 
cualquier agresión difícilmente cabe 
entender como tal el que un determina­
do credo en su propósito ele vida espiri­
tual con total apanamiento de la políti­
ca terrena rechace mediante su pacílico 
abstencionismo y junto al re'lO de op­
cionc · políticas a su alcance la propia 
opción política por los valores democrá­
ticos. Pero lo que a mi juicio difícilmen­
te se puede sostener es que el participar 
en el acto políti co por excelencia de 
nuestra' sociedades democráticas - las 
elccdoncs dc.: rnocrát ic:ls- sea algo apo-

lítico: scr:í una participación obliga­
damente imparcial o apartidista pues así 
Jo exige la propia normativa electoral. 
pero nunca una participación apolítica; 
la implicación más o menos consciente 
en d sostenimiento de nueslro sislema 
democrático no puede ser por su propia 
raíz constitutiva una opción neutra para 
el individuo sino que conlleva el allo­
rar de una mínima sensibilidad cívica y 
de una mínima vinculación personal con 
nuestro sistema Conslitucional y de li­
berladcs. ludo lo cual no ha de resultar 
tampoco cspcciahncutc e~timu lado me­
diante el sometimiento a un proceso 
penal en razón de ttnas pretensiones pa­
cíficas e individuales. 

De hecho cabe ir todavía más allá y 
afirmar que, incluso si e~ta obligación 
sí tuviese realmente un c:mícter absolu­
tamente neu tro y que éste no hubiese 
sido apreciado por el objetor porrazo­
nes equivocadas, se podría contestar to­
davía que. tal y como acertadamente han 
seiialado Navarro-Yalls y Martínez­
Turrón ·'ésta argumentación del Tribu­
n:tl Supremo rcsulla sin duda sorpren­
dente, cuando no preocupante. pues vie­
ne a constituir una cierta intromisión en 
los dictámenes de la conciencia indivi­
dual, que es insusti tuible. y viene tam­
bién a ignorar algo elemental en la tute­
la de la libertad religiosa y de concien­
cia: que la libertad de la conciencia in­
dividual no se respeta porque sea obje­
tivamente acertada (los tribunalc' ten­
drían entonces que enjuiciar la verdad 
de las creencias alegadas, a! modo de 
una nueva ;~t crtc de inquisición), ' ino 
porque el ordenamiento jurídico l1a de­
cidido no inlerferir en e! ejercicio de esa 
libenad mientras no se pongan en peli­
gro otros bienes jurídicos merecedores 
de una protección preferencial''. 'j 

Una vez coment:tdo lo anterior y 
abordando el sentido de los pronuncia­
mientos hay que destacar como única­
mente en las STS de 30-J- 1\17911' y de 
29-9- 1993" el objelor resulta ab~uc l to 
y, tal y como se plasma en la scgundH 
de éstas sentencias, el motivo de tal ab­
solución es que ·• el hecho realizado por 
los acusado~ está tipificado en la ley 



Electoral como delito, pero. aplicando 
el sistema culpabilístico que impera en 
nuestro ordenamiento penal. se estima 
que la infracción penal no existió. En 
efecto lm, acusados estimaron que con 
su comportamiento ejercitaban su liber­
tad religiosa e ideológica y que. atendi­
da la condición de ésta como derecho 
fundamental, habría de prevalecer o­
bre la que establecía la Ley Electoral. 
Ello no es así. pero no cabe duda de que 
la reflexión que precedió a la negativa. 
y que fue aceptada por el juzgador de 
instancia. era aceptable- rccordcmo~ l:t 
sentencia de ésta Sala anteriormente ci­
tada. (en refererwia a la STS de 30-1-
1979) resolución que podían perfecta­
mente conocer. y acaso conocfan, y en­
tonces. bajo esta firme creencia. este 
derecho fundamental no debía verse 
desnaturalizado por las normas de lega­
lidad ordinaria ya citadas". 

E<t:l líneajuri~prudenc ia l no llegaría 
a coirolidarse y cesaría la incertidum­
bre al retomarse en STS de 15- 10-
1993 '" y posteriores la postura de la STS 
de 23- 12- 1992''): así en el fundamento 
jurídico tercero de la aludida STS de 15-
10-1993 se 7anja la cuestión referente 
al dolo exponiéndose que '·como es sa­
bido. obra dolosam~n te quien realiza un 
delito con conciencia y voluntad. Dos 
son. pues, los elememos qtie configuran 
el dolo: el intelectual y el volitivo. El 
primero abarca no solamente los hechos 
sino también , u significación ant iju­
rídica. El segundo implica un actuar in· 
tcncionadu, en oposición :ti negligente. 
En el prc ·ente caso. pocas dudas puede 
ofrecer la concurrencia del elemento in­
telectual del dolo. El acusado era cono­
cedor de la obligación de desempeñar el 
cargo de vocal de una Mesa Electoral, 
para el que había sido nombrado; de ahí 
que. en conformidad con las previsio­
nes legales (art. 27.3. de la ley Org:íni­
ca del régimen Electoral General). pre­
tendiese excusarse del mismo alegando 
a tal fin su condición de testigo de 
Jehová, lo que -según el interesado- le 
obliga en conciencia a man ten~rse neu­
tral en lus asuntos políticos. La Junta 
Electoral de zona. sin embargo. inad­
mitió tal excusa, requirió al acusado para 

yuc se JlCr,onara d día <ciialado para 
cun~t itu ir la Mc~a para la que había >ido 
nombrado y la apercibió de que. de no 
ser a;.í. podria incumr en del un elcctu­
ral. Difícihnentc puede ak gao. por tan­
to, e l ac u,ado ignorancta wbre la 
nntijuridicidad de ~u conducta. Y. '>obre 
c:.ta base. es preci~o entender- a falta de 
toda justificación que su incompare 
cencia el día ele la.' elecciones al Parl:l­
mcnto de Catal lllia fue \t:rdadcramcutc 
intencional. con a~un~oón de [a, polcn­
ciab con>ecucm.:ia lega le~ inherente> 
a tal conducta". Igualmente ~e rechaza 
enSTSde -6 199-l. '(E2 l lanlegacoón 
de que ''no;,<.: quiso \ ulnerJr la noo ma 
penal. sino que act uó mo' ida por M" 

creencia, rd igiosas. y que ~<.: est<i ante 
la presencia de un caso de error iuris que 
elimina el dolo'' , allnnándosc a tal efec­
to que .. ~ indudable que ~i las cn.:encJ,h 
religiosas de la acusada. le vedan el for­
mar parte de una nwsa e lectoral. tendría 
que haber arr.:ditado que a lo~ miem· 
bros del grupo rel igioso al que pertene­
ce. les e; tá prohibido participar en pro­
cesos electorales. y en el caso de que así 
concurriera. que sus creencia, y doctri­
na le;, prohiben e impiden, concretamen­
te. la participación como voca l ele 1:1 
Mesa Electoral, hahidn cuenta de que Cll 

nuestra normativa vigente no es precep­
tivo el \'Oto. e integrando la misma. no 
puede afirmarse que se esté intervinien­
do en un acto político. pue' precisamente 
a los componentes de aquella. 'c le' ex i­
ge plenamente neutralidad e intparciali­
dad". Por su parle la STS de 14- 12-
199411 además de sostener que dada la 
importancia del correcto fu ncionamien­
to electoral "no puede ser sufi ciente la 
mera excusa de pertenencia a un credo 
religioso determinado y a la personal de­
cisión de objec ión de conei..:ncia a la ;oc­
ti vidad electoral" (F.6). se expone que 
"el acus:tdo fue noticioso. y el mismo lo 
confi rma. de la inoperatividad de la ex­
cusa aducida y denegación de su instan­
cia. Su actuar viene presidido por aquel 
dolo necesario para la con figu r<t~ión 

penal de una conducta. Tuvo conciencia 
de lasignilicación antijurídica de su pro­
ceder y voluntad decidida de llevarlo a 
la práctica" (F.7). Ahondando en tal cues­
tión de la insuficiencia ele justilkación 
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por la mera pertenencia a un determina­
do credo ~eñala la STS 27-12-1994'~ 
que rcsulla necesario "como ya expresó 
la Resolución del Comné de Ñlinistros 
del Consejo de Europa de 12 de junio 
1979 (011 4. 79), aceptando propuesta 
de la Comisión en el asunto AJTowsmith. 
diferenciar entre el derecho a la libenad 
de conciencia pr01egido por le anícnlo 
9 CEDH y << los hechos y acciones de 
los particulares yuc no expresan real­
mente la creencia de que se trata. aun­
que sean moti vados o inspirados por ella 
que caen fuera de tal protección>>. De,­
dc cuyo punto de vista se hada necesa­
rio que la rccuJTcntc demostrara no sólo 
su pertenencia a la convicción religiosa 
ele los <<Testigos de Jehová>>. sino tam­
l:)ién que esa proh ibición le prohibe fun­
damelllalmente y en base a Jo, dogmas 
en que se asienta participaren un ¡Jroce­
\O e lectoral, no solo activa y partidí~­

ticamcntc incluyéndose en la contienda 
política. haciendo u~o de su derecho a 
elegir y emitiendo su voto. lo que po­
dría ser explicable en aras n una neutra­
lidad y abstenc ión en las luchas partida­
rias y lo que podría cumplir con sólo 
ahstenerse ele votar - obligación que no 
le era impuesta por ' u condición de vo­
cal de una rnc~a electoral- sino también 
dvi¡;antcntc. l:OUpt: r<mdo al funciona­
miento de la sociedad en que está inte­
grada con una actitud imparcial. sin im­
plicacJón de la ex presión de una ideolo­
gía o la emisión de un voto. en ctnnpli­
miento ele una función ciudadana dewn­
trol. vigi lancia y C<ll llprobación de t¡tJ.: 
e l proceso electoral discurre, en la mesa 
de que forma parte. conforme a la ley··. 

f&rJis\!Jlijl5\!ln!'&ii.!(JKdíiR!Iií'l!ililllli.'ill!'úli' 
la STS de 18-1 0- 1994 11(F2). cabe afir­
marque inc luso de acreditarse la perte­
nencia <J un concreto credo "este sólo 
dato no puede servir. sin m<is. de ju tili­
cación al incumplimiento de los ci ta do.~ 
deberes cívi¡;os". 

Volviendo fina lmente al an[tlisis del 
aspecto intelectivo tampoco la última 
sentencia en ésta materia. de 28- 10-
1 \19X". aprecia la concurrencia de error 
ele prohihiciün sosteniendo que ··el error 
de prohibición. w mo ya se ha dicho. 
consiste en la creencia equivocada de 

obrar lícitamente. Esas creencias religio­
sas (Testigos de Jehuv[t) efectivamente 
podían constituir el motivo concreto de 
la mencionada inasistencia al que. pa­
rece. la ~cñora B.N. consideraba un acto 
de naturaleza política que no le era per­
mito [sic] por las normas morales de la 
religión que profesaba. Sea cual fuera 
el motivo de ese comp011amiento tipifi­
cado como delito (la reterida inasi. ten­
cía a la Mesa Electoral sancionada en el 
artículo 143 de la Ley Org[tniea de Ré­
gimen Electoral General) nada tiene que 
ver con el conocimiento o ignorancia de 
la ilicitud del hecho. De hecho, como 
aquí parece que ocurrió, puede ex istir 
esa motivación rcligio;;a en un compor­
tamiento que se sabe antijurídico. En 
todo caso. hay que decir que no puede 
servir como fundamento de una resolu­
ción absolutoria el que el sujeto autor 
de la infracción penal pueda delinquir 
n1o, ido por sus crccnóas re l i giu~as o 
de otro tipo. Esto nada tiene que ver con 
el error de prohibición. Se trata del pro­
blema de la delincuencia por convic­
ción. que ex iste cuando el que delinque 
coloca por encima de los deberes que 
como ciudadano le incumheu (cuab­
qtticra prc~tac iones en bcnclicio de la 
comtmidad que la ley irnpone) su pro­
pia y personal convicción interior deri­
vada de sus ideas políticas. religiosas o 
de otro orden. Cuando tal conflicto se 
produce. ha de prevalecer el mnndato 
legal. porque la vigencia de las Jtonna~ 

jurídicas no puede quedar condiciona­
da a la aprobación que de cll:ts pueda 
hacer cada ciudadano" (F 4). 

;:,'ir cóllsm!c pli!.'S~ élí' s'C'tf'o! JUlfltíit11 

penal (como en realidad difícilmente 
podía ser de otra manera). la ausencia 
de valoración sobre posibles método~ 

alterna ti vos para la tutcln del i ntcré~ en 
juego o sobre su real grado de afecta­
ción efectiva o puesta en peligro dada 
la escasísima relevancia estadística de 
éstas conductas: ame la previa exi ten­
cía de un tipo delictivo sobre\·iene la 
realización de unas conductas que Cl liU­

plen los elementos típicos y las exigen­
cias de culpabilidad, y ello a mi juicio 
rcfuerla aquí claramente lo ya comen­
tado respecto los posicionamientos de 



De Lucas: la inSlllicienda de la mera 
remisión a la pundcración en lo tribu­
nales y la necesidad de consideración 
previa por parte del legislador". 

IV 

Los postulados que formula Rox in 
para el Derecho Penal profundiz:~ndo en 
la míni ma intervención ante el hecho 
delictivo corncti rlo por motivos de con­
cienei;l parecen conducir a posiciona­
mientos básicamente iguales en mate­
ria de objeción de conciencia a los de la 
idea de "libertad corno regla básica·· 
apuntada por Sanchís y defendida tam­
bién por De Lucas ( pl;mteada pur este 
último de;de la óptica del principio del 
pluralismo). con lo que de dicha doble 
convergencia pudiera resultar factible 
hablar de un principio de mínima inter­
vención leg<JI en la conciencia del indi­
vidLIO, principio que ante una interven­
ción motivada por la pr~sencia de inte­
reses colectivos del Estado y de la co­
munidad deberá determinar. frente a 
cualquier otra consideración. que dicha 
intromisión sólo resulte realmente 
legít imable además por un i nl~ré~ ver­
daderamente vital de la comunidad. ante 
una afectación w n la que el Estado no 
pueda coexistir y respecto de la cual no 
exista otro modo viable de protección o 
satisfacción del interés en el grado exi­
gido por la necesidad de la que resulte. 
A>í pese a que es posible que Acuña 
Guirola '"tenga razón ni señalar que "un 
sistema democrático puede llegar a ser 
más intervencionista que un sis1ema 
autocrático'' en lo que se reliere a la con­
ciencia del individuo y pese a que es fá­
cil con. tatar igualmente que. como nos 
recuerda Martí, ·'si bien una obligación 
desaparece otra;- y en mayor número­
toman el relevo: al juramemo; a formar 
parte de mesas electorales: liscales: re­
lativas al tráfico de vehículos: sanita­
rias"'' . hay que se1ialar que precisamen­
te de lo que se trata. a mi juicio, es de 
realizar un constante csfucrw por re;llir­
mar la libertad de la conciencia del in­
dividuo en el día a día de la conviven­
cia en su Estado de las libertades, de 
abordar criterios de análisis y crítica que 
ayuden a reconducir el grado de tal in-

tcrvcnción alh donde é;ta no 'ca ab;o 
lutamente imprescinc!Jblc y all1 dónde 
sí lo sea abordar c.:ntcno~ que ayuden a 
buscar lórnwla' de COC\i,tenc ia qu..:. en 
un momento dado. puedan inclu~o lle­
gar a lwccr innt·ces;uia la objeción de 
conci~ncia en todo~ los casos po,ibles 
por la propia M!n~1bl11dad dc~pl cgada 

por la ley. Y no perdamo~ de \ ista ni 
por un momento que. tal } como acer­
tadamente e~prc'a Durany P ich. "el 
objetor, como cualquier person:t. es un 
;cr único. libre. irrepetible. dotado de 
una dignid:1d y que. por el hecho de 
serlo. disfruta de u na~ libt:liude~ funda­
mentales entre las que M: encuentran lo~ 
derechos :Jia libertad religJOsa. de con­
ciencia y pensamie nto. las cuales con­
tiguran una lOna en la qu.: el SUJeto tie­
ne pleno dominio de ~í. y dónde el Es­
lado no debe entrar, debe declara• se in­
competente. En colll;rcto, la libertad de 
conciencia se rdicre al ámbito en el que 
la pcrsonajuzg;¡ sobre la bondad o mal­
dad de su~ actos y exige al Estado abs­
tenerse de :;cñalar cuál e · la moral que 
dehen seguir o la conducta que deben 
ck gir los ciudad:mos. E.' to elche ~cr m,f 
porque la conc iencia e~ el ámbito miÍ.~ 

sagrado y debe ser respetado por 1o­
do5''" . Por la ley democráti ca también. 
por más legitima que ésta rc~ulte. mi\xi 
me cuando podl'Ía articularse en la 
norma electoral una l'cr·dadcra op­
ción de conciencia. C»lx:cialmcntt: npol­
tuna dada la pcrsiskncia constatada de 
este confli~tu todavía ~in re~olver. op­
ción que manteniendo la ohl igmori~dad 

de comunicación a la Me~a Electoral en 
plazo y forma. permitiría a éste órgano 
la apreciación de tales molivo, y la exen­
ción de obligatoriednd hacia el objetor 
siempre que la nccco,idad pudie ra ser cu­
bierta al darse la concurrencia de los su­
plentes adicionales a tal caso especffico 
aptos para el desempeño del cargo: esto 
reduciría en todo caso la intervención 
punitiva a los supuestos excepcionales 
en que ante la imposibilidad de cubrir 
plenamente alguna mesa electoral por 
otros ciudadanos (con todos sus com­
ponentes y suplentes designados al efec­
to) no se pudiese eximir a l obje tor y pese 
a ello éste no com parecie ra de tal modo 
que de ello resultase el inaceptable re-
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~u hado final del impedimento al ejerci­
cio del derecho de vow de lodo un co­
Jecuvo de ciudadanos adscrito> a una 
mesa determinada. 

Eota posibi lidad de configuración 
alternali\"lt del artícu lo 143 LOREG 
como delito de resultado, y no como de 
mera actividad. de la mano de tlll pre­
vio ensanchamiemo del hori7ontc de la 
libcrrad ideológica en este campo hasl<l 
el límite mítX imodc lo que sea realmente 
soportable pur el pmpio sistema sin que 
se trabe su funcionamientu. podrá plan­
tear. sin duda, otras dificuhatb en lo 
que se refiere a su efectiva at1iculación 
procedimental y práctica y ello debern 
·cr. en ludu cu>o. debidamente evalua­
dp. pcru en línea de principio los plan­
teamientos aquí defendidos parecen re­
sultar potencialmente m~s acordes con 
el principio de pluralismo y el de míu i· 
m a intervención penal. por lo que de ser 
finalmente viable se dej arían entonces 
de producir en este ca111po ""dclincuen· 
1~ de conciencia'", para quedar el dere­
cho penal circunsc:rilo a su verdadero 
objcli vo: la exclusiva protección de bie­
nes j urídicos. sólo frente a las afecta­
ciones realmente inaceptable> y ;úlu 
cuando no exi,tan otros mctlius de tute­
la igualmente idóneos y mcnus lesivos. 
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